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noviembre de 1980, las que declaramos conformes a derecho, 
sin expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo prenunciamos, mandamos 
y firmamos,*

En 6u virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguiadora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchofi años.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME) .

17418 ORDEN 111/01494/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el. cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 29 de di­
ciembre de 1982, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Tomás Casado Sanz, 
ex Cabo de Infantería.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido ' 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Tomás 
Casado Sanz, quien postula por si mismo, y de otra, como 
demandada, la Administración Pública, representada y defendi­
da por el Abogado del Estado, contra Orden ministerial número 
111/01133/1980, de 21 de octubre, del Ministerio de Defensa, 
se ha dictado sentencia con fecha 29 de diciembre de 1982, 
cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Estimamos el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Tomás Casado Sanz, en su propio nombre y 
derecho, contra la Orden ministerial número 111/01133/1980, de 
21 de octubre, del Ministerio de Defensa, la que anulamos por no 
ser conforme a derecho en‘ cuanto que, a los efectos de aplica­
ción de los beneficios del Real Decreto-ley 8/1978, determinó 
como empleo que hubiera alcanzado el recurrente el de Brigada 
y declaramos que el indicado empleo hubiera- sido el de Te­
niente, condenando a la Administración a estar y pasar por 
esta declaración, y no hacemos expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa 
número 54/1982, de 10 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general para 

Asuntos de Personal y Acción Social, Federioo Michavila Pa­
llarás.

Excmo, Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

17419 ORDEN 111/01495/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia de la 
Audiencia Nacional, dictada con fecha 23 de no­
viembre de 1982, en el recurso contencioso-adminis- 
trativo interpuesto por don Eduardo Careaga Eche­
varría, Teniente de Caballería.

Exmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sección Tercera de la Audiencia 
Nacional, entre partes, de una, como demandante, don Eduardo 
Careaga Echevarría, quieh postula por sí mismo, y de otra, 
como demandada, la Administración Pública, representada y 
defendida por el Abogado del Estado, contra resoluciones del 
Ministerio de Defensa de 22 de marzo de 1979 y 29 de febrero 
de 1980, se ha dictado sentencia con fecha 23 de noviembre de 
1982, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos; Que estimamos el recurso contencioso-administra­
tivo interpuesto por don Eduardo Careaga Echevarría contra 
resoluciones del Ministerio de Defensa de 22 de marzo de 1979 
y 29 de febrero de 1980, las anulamos como no ajustadas a 
derecho, declarando en su virtud, deben concederse al recurren­
te los beneficios derivados de la aplicación al mismo del Real 
Decreto-ley 6/1978, con las consecuencias legales inherentes a 
tal declaración, a lo que se condena a la Administración, sin 
expresa imposición de costas.

Así por esta nuestra sentencia, lo pronunciamos, mandamos 
y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contenciosó-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada'sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarés. .

Excmo. Sr. Teniente General Jefe del Estado Mayor del Ejér­
cito (JEME).

17420 ORDEN 111/01496/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 3 de febrero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Martín Bajo Baelo, Cabo de 
Aviación retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Martín Bajo Baelo, 
quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, la 
Administración Pública, representada y defendida por,el Aboga­
do del Estado, contra resoluciones del Consejo' Supremo de Jus­
ticia Militar de 22 de octubre de 1981 y 10 de febrero de 1982, 
se ha dictado sentencia con fecha 3 de febrero de 1933, cuya 
parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar .y declaramos la nulidad de las resoluciones 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 22 de octubre de 1981 
y de 10 de febrero de 1982, disponiendo se efectúe nuevo señala­
miento de pensión de retiro del recurrente don Martín Bajo 
Baelo con el porcentaje del 90 por 100, que le será abonado con 
efectos de 1 de abril de 1978; sin hacer especial condena en 
costas

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.» *

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 18 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D:, el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
pallarés.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

17421 ORDEN 111/01497/1983, de 5 de mayo, por la que  
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 18 de enero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don José Corredera Enguita, Guar­
dia civil, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don José Corredera 
Enguita, quien postula por sí mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 4 de noviembre de 1981 y de 27 de 
enero de 1982, se ha dictado sentencia con fecha 18 de enero 
de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar y declaramos la nulidad de las resoluciones 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 4 de noviembre de 
1981 y de 27 de enero de 19B2, disponiendo que se efectúe nuevo 
señalamiento de la pensión de retiro del recurrente don José 
Corredera Enguita, con el porcentaje del 90 por 100, que ie será 
abonado con efectos de 1 de abril de 1978, sin hacer especial 
;ondena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el 'Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27



de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3" de la Orden del Ministerio de Defensa nú' 
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1963.—P. D:, el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmó. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

17422 ORDEN 111/01498/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 25 de enero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Jesús Lasierra Tarazona, Bri­
gada de Ingenieros, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de Una, como demandante, don Jesús Lasierra 
Tarazona, quien postula por si mismo, y de otra, como deman­
dada, la Administración Pública, representada y defendida por 
el Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militan de 16 de enero de 1980 y de 2 de diciembre 
de 1981,-se ha dictado sentencia con fecha 25 de enero de 1983, 
cuya parte dispositiva es como sigue;

«Fallamos: Que, teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar y declaramos la nulidad de las resoluciones 
del Consejo Supremo de Justicia Militar dé 16 de enero de 1980 
y -de 2 de diciembre de 1981, disponiendo que se efectúe nuevo 
señalamiento de la pensión de retiro del recurrente don Jesús 
Lasierra Tarazona, con el poraentaje del 90 por 100, que le 
será abonado con efectos de 1 de abril de 1978, sin hacer 
especial condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva", lo pronunciamos, mandamos y firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.” de la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos años.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo
de Justicia Militar.

17423 ORDEN 111/01499/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 27 de enero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Manuel Prieto Puyol, Carabi­
nero, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Manuel Prieto 
Puyol, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el 
Abogado del Estado, contra resoluciones del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 28 de octubre de 1981 y 27 de enero de 
1982, se ha dictado sentencia con fecha 27 de enero de 1983, 
cuya parte dispositiva es como sigue;

«Fallamos: Que, teniendo por allanada a la Administración, 
debemos declarar y declaramos la nulidad de las resoluciones 
del Consejo Supremo de Justicia Militar de 28 de octubre de 
1981 y de 27 de enero de 1982, disponiendo que se efectúe nuevo 
señalamiento de la pensión de retiro del recurrente don Manuel 
Prieto Puyol, con el porcentaje del 90 por 100, que le será abo­
nado con efectos de 1 de abril de 1978, sin hacer especial 
condena en costas.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, lo pronunciamos, mandamos y firmamos.» v

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa nú­

mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se, cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V E.
Dios guarde a V. E. muchos, años.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D., el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás. ’

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo 
de Justicia Militar.

17424 ORDEN. 111/01500/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 4 de febrero 
de 1983, en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don Antonio Crespillo Rendo, Cabo 
de Infantería, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
entre partes, de una, como demandante, don Antonio Crespillo 
Rendo, quien postula por sí mismo, y de otra, como demandada, 
la Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra acuerdos del Consejo Supremo de Justi­
cia Militar de 20 de mayo y 25 de noviembre de 1981, se 
ha dictado sentencia con fecha 4 de febrero de 1983, cuya 
parte dispositiva' es como sigue;

«Fallamos: Que, estimando el recurso interpuesto por don 
Antonio Crespillo Rendo contra acuerdos del Consejo Supremo 
de Justicia Militar de 20 de mayo y de 25 de noviembre de 1981, 
sobre haber pasivo de retiro dimanante del Real Decreto-ley 
6/1973, debemos anular y anulamos los referidos acuerdos, 
como disconforme a derecho y en su lugar declaramos el de­
recho del recurrente a que se le efectúe nuevo señalamiento de 
pensión de retiro con porcentaje del 90 por 100 sobre la base 
correspondiente, con especial condena en costas.

Asi por esta nuestra sentencia, que sé publicará en el "Bo­
letín Oficial del Estado” e insertará en la "Colección Legisla­
tiva”, definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y 
firmamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1956, y en uso de las facultades que me con­
fiere el artículo 3.° de, la Orden del Ministerio de Defensa nú­
mero 54/1982, de 16 de marzo, dispongo que se cumpla en sus 
propios términos la expresada sentencia.

Lo que comunico a V. E.
Dios guarde a V. E. muchos añds.
Madrid, 5 de mayo de 1983.—P. D.', el Secretario general 

para Asuntos de Personal y Acción Social, Federico Michavila 
Pallarás.

Excmo. Sr. Teniente General Presidente del Consejo Supremo de
Justicia Militar.

17425 ORDEN 111/01501/1983, de 5 de mayo, por la que 
se dispone el cumplimiento de la sentencia del 
Tribunal Supremo, dictada con fecha 1 de febrero 
do 1983 en el recurso contencioso-administrativo 
interpuesto por don José Valero Coll, Capitán de 
Inválidos, retirado.

Excmo. Sr.: En el recurso contencioso-administrativo seguido 
en única instancia ante la Sala Quinta del Tribunal Supremo, 
eptre partes, de una, como demandante, don José Valero Coll, 
quien postula por si mismo, y de otra, como demandada, la 
Administración Pública, representada y defendida por el Abo­
gado del Estado, contra resoluciones de la Sala de Gobierno del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 10 de abril de 1980 y 
21 de octubre de 1981, se ha dictado sentencia con fecha 1 de 
febrero de 1983, cuya parte dispositiva es como sigue:

«Fallamos: Que, rechazando la inadmisibilidad propuesta por 
la Administración y aceptando su allanamiento, estimamos el 
recurso contencioso-administrativo interpuesto por don-José Va­
lero Coll contra la resoluciones de la Sala de Gobierno del 
Consejo Supremo de Justicia Militar de 10 de abril de 1980 
y de 21 de octubre de 1981, que anulamos en cuanto no fijan el 
haber pasivo de retiro del recurrente en el 90 por 100 del regu­
lador, debiendo verificarlo en ese porcentaje y manteniendo sus 
demás pronunciados; sin imposición de las costas en este 
proceso.

Así por esta nuestra sentencia, que se publicará en el "Bole­
tín Oficial del Estado" e insertará en la "Colección Legislativa.”, 
definitivamente juzgando, lo pronunciamos, mandamos y fir- 
mamos.»

En su virtud, de conformidad con lo establecido en la Ley 
reguladora de la Jurisdicción Contencioso-Administrativa de 27 
de diciembre de 1656, y en uso de las facultades que me confiere 
el articulo 3.° de la Orden del Ministerio de Defensa número 54/


